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D. Miguel de los Santos Gandarillas Martos

D.ª María Dolores Rivera Frade

En Madrid, a 13 de mayo de 2026.

Esta Sala ha visto el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la entidad INMOBILIARIA RIMACE
SL contra la resolución de la Junta Arbitral del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral
de Navarra, de 12 de julio de 2024, dictada en el conflicto nº 161/2022. La recurrente ha actuado bajo la
representación procesal de la procuradora Dña. Gloria Inés Leal Mora. Ha actuado como parte recurrida
la Abogacía del Estado en representación de la AEAT. Dicho recurso se ha convertido en el procedimiento
ordinario de esta Sección nº 644/24.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Manuel Fernández-Lomana García.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-La entidad INMOBILIARIA RIMACE SL interpuso recurso contencioso administrativo, mediante
escrito presentado por su procuradora Dña. Gloria Inés Leal Mora el 15 de octubre de 2024, contra la resolución
de la Junta Arbitral del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, de 12 de julio de
2024, dictada en el conflicto nº 161/2022, que acordó "Declarar que, desde el 01/01/2026, Inmobiliaria Rimace
S.L. (...) ha tenido su domicilio fiscal en territorio común".

SEGUNDO.-La Abogacía del Estado se ha personado en estas actuaciones, en representación de la AEAT,
mediante escrito presentado el 11 de noviembre de 2024.

TERCERO.-El 13 de diciembre de 2024 la recurrente formuló demanda. Solicita en ella que se estime su recurso
contencioso-administrativo y se anule la "resolución de la Junta Arbitral (...) por ser contraria al ordenamiento
jurídico, declarando improcedente el cambio de domicilio interesado por la AEAT".

Además, mediante otrosíes, interesó el recibimiento a prueba del pleito (denegado por Autos de 11 de febrero
de 2025 y 6 de marzo de 2025), que se fije la cuantía del mismo como indeterminada, trámite de conclusiones
y la adopción de medidas cautelares, en concreto, la "suspensión del procedimiento de inspección iniciado
por la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) mediante comunicación de fecha 15 de octubre de
2024, relativo al Impuesto sobre Sociedades del ejercicio 2018, hasta que se dicte sentencia firme en el presente
recurso".Estas han sido desestimadas por Auto de 21 de enero de 2025 dictado en la PMC 002/644/2024.

CUARTO.-La Abogacía del Estado presentó el 9 de enero de 2025 su contestación a la demanda. Solicita
la desestimación del recurso y la confirmación de la resolución administrativa impugnada. No considera
necesario ni recibimiento a prueba ni trámite de conclusiones, e interesa que la cuantía del procedimiento se
fije como indeterminada.

QUINTO.-El 24 de enero de 2025 se dictó Decreto fijando la cuantía del proceso como indeterminada.

SEXTO.-El 26 de marzo de 2025, la recurrente presentó sus conclusiones. En ellas, ratificándose en lo solicitado
en su demanda, señala nuestra sentencia nº 577/2024, de 8 de abril, dictada en el "recurso contencioso-
administrativo núm. 32/2023 ",en la que dice que "el Alto Tribunal reitera que la determinación del domicilio fiscal
conforme al artículo 8.1.b) del Convenio Económico con Navarra no puede hacerse de forma fragmentaria ni
atendiendo exclusivamente al domicilio formal de los administradores, sino que debe derivarse de una valoración
conjunta, razonada y basada en pruebas fehacientes, de factores tales como el lugar habitual de contratación,
la llevanza efectiva de la contabilidad y la localización de la gestión operativa".

SÉPTIMO.-El 1 de abril de 2025, la Abogacía del Estado presentó sus conclusiones. En ellas, señala las STS
nº 577/2024, de 8 de abril de 2024 (también designada por la recurrente pero interpretándola, la Abogacía, de
forma distinta); 1494/2024, de 24 de septiembre de 2024, rec. 287/2023; y 1541/2024, de 1 de octubre de 2024,
rec. 353/2023. Y alega, en resumen, que: "El domicilio fiscal de la recurrente, con arreglo a la efectiva ""gestión
administrativa y la dirección de sus negocios"" es en territorio común, tanto por los criterios a ponderar (lugar
""donde se verifique normalmente la contratación general de la entidad""; porque ""se lleve de modo permanente
la contabilidad principal, con el desarrollo justificantes y antecedentes precisos""; como, finalmente, acerca del
""territorio en que estén domiciliados fiscalmente los administradores o gerentes de la Entidad""), cuanto porque
no son enervados por las alegaciones de la demandante (teniendo en cuenta que en conclusiones nada añade a
las que ya formuló en su demanda), que ni desvirtúan la prueba anterior ni, mucho menos, prueban el domicilio
fiscal en Navarra";y que "También el criterio subsidiario del ""mayor valor de su inmovilizado"" conduce a idéntica
conclusión".
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OCTAVO.-Por providencia de 7 de enero de 2026 se señaló para votación y fallo el día 17 de marzo de
2026, siendo designado Ponente el Excmo. Sr. Manuel Fernandez-Lomana Garcia, día en el que comenzó la
deliberación.

NOVENO.-El 25 de febrero de 2025, la recurrente presentó escrito solicitando "Que, en atención al carácter de
orden público de la caducidad del procedimiento y su necesaria apreciación de oficio, examine dicha cuestión
con carácter previo al dictado de la Sentencia. Y, en su momento, previos los trámites oportunos, dicte Sentencia
por la que, estimando el presente recurso, declare la caducidad del procedimiento seguido ante la Junta Arbitral
del Convenio Económico (conflicto n.º 161/2022) y, como consecuencia, la nulidad de pleno derecho de la
Resolución de 12 de julio de 2024, con los demás pronunciamientos que en Derecho procedan".

Este escrito ha sido unido a autos por diligencia de 27 de febrero de 2026, en la que se acordó que la petición
de la parte será valorada en "la deliberación, votación y fallo"del procedimiento.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Objeto del recurso.

Se ha interpuesto recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Junta Arbitral del Convenio
Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra de 12 de julio de 2024 (Conflicto 161/2022), que
acordó:

"Primero.- Declarar que, desde el 01/01/2016, Inmobiliaria Rimace SL....ha tenido su domicilio fiscal en territorio
común".

Segundo.- Manifestar que, dada la naturaleza estrictamente declarativa del pronunciamiento anterior, no procede
establecer su fórmula de ejecución.

Tercero.- Notificar el presente acuerdo, en la forma reglamentariamente establecida, a la AEAT, a la HFN y a
Inmobiliaria Rimace SL".

SEGUNDO.- El debate entre las partes.

1.-En su demanda la entidad recurrente, Inmobiliaria Rimace SL, viene a sostener que su domicilio fiscal se
encuentra en Navarra. Claramente indica que "se trata de determinar el lugar en que, desde el 1 de enero de 2016,
está efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de los negocios de Inmobiliaria Rimace
SL, para asentar por esa vía su domicilio fiscal"(pág. 7). Viniendo a reconocer que el problema es básicamente
de prueba y exponiendo por ello las razones por las que, en su opinión, hay elementos de prueba suficientes
para sostener que el domicilio fiscal de la empresa se encuentra en Navarra.

En conclusiones se reiteran los argumentos.

2.-La Abogacía del Estado también cree que estamos ante un problema de valoración de la prueba, pero,
en contra de lo sostenido por la recurrente, entiende que existen pruebas suficientes para entender que el
domicilio fiscal se encuentra en territorio común. Convicción que reitera en conclusiones.

TERCERO.- Las normas aplicables para la solución del caso.

1.-Aunque las partes centran el debate en la valoración de la prueba, no está de más indicar que el art 8.1.b)
de la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la
Comunidad Foral de Navarra, "1.- A los efectos de este convenio se entenderán domiciliadas fiscalmente en
Navarra:.... b) Las personas jurídicas que tengan en Navarra su domicilio social, siempre que en el mismo esté
efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro caso, cuando se
realice en Navarra dicha gestión y dirección. En los supuestos en que no pueda establecerse el lugar del domicilio
de acuerdo con estos criterios, se atenderá al territorio donde radique el mayor valor de su inmovilizado".

2.-Como se razona en la STS de 17 de octubre de 2013 (rec. 538/2012) o en la más reciente STS de 24 de
septiembre de 2024 (rec. c287/2023):

"...no se especifican en el Convenio normas para identificar el lugar donde se halla efectivamente centralizada
la gestión administrativa y la dirección de los negocios, y tampoco se hace ello en la Ley General Tributaria de
17 de diciembre de 2003 ( artículo 48) o en el Texto Refundido del Impuesto de Sociedades , aprobado por Real
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo (artículo 8 ) y su Reglamento, aprobado por Real Decreto 1777/2004,
de 30 de julio.

Si lo hacía, en cambio, el artículo 22 del Reglamento del Impuesto de Sociedades aprobado por Real Decreto
2631/1982, de 15 de octubre , en el que se establecía:
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"Se entenderá como lugar en el que está centralizada la gestión administrativa y la dirección de los negocios
aquel en que concurran las siguientes circunstancias:

a) Que exista en él una oficina o dependencia donde se verifique normalmente la contratación general de la
Entidad, sin perjuicio de la que es propia y característica de las sucursales y de la que pueda desarrollarse en
otros lugares, dada la naturaleza de las actividades ejercidas.

b) Que, en él, o en oficinas habilitadas al efecto en el territorio a que se extienda la competencia de la misma
Delegación de Hacienda, se lleve de modo permanente la contabilidad principal, con el desarrollo, justificantes y
antecedentes precisos para poder verificar y apreciar en debida forma todas las operaciones sociales.

c) Que dentro del repetido territorio estén domiciliados fiscalmente administradores o gerentes de la Entidad en
número adecuado para que sea debidamente ejercida la dirección de los negocios sociales".

Conforme al precepto transcrito, por tanto, se estaba al lugar de contratación en general, al de llevanza de la
contabilidad y al de domiciliación de los administradores o gerentes, criterios que tal y como recogíamos en la
Sentencia de 4 de febrero de 2010 , "carecen hoy ciertamente del soporte normativo que tuvieron en el pasado,
pero conservan el peso específico de su significado".

3.-Como se afirma en la STS de 13 de julio de 2017 (rec. 4891/2016), nos encontramos ante un debate
"sustancialmente fáctico",que debe resolverse mediante "una valoración conjunta de los datos, indicios y
circunstancias incorporados al expediente, rechazando meras conjeturas o simples suposiciones".

Afirmando la STS de 27 de enero de 2016 (rec. 36/2015) que: "Como expresamente se recoge en la resolución
combatida, la Junta Arbitral apreció el material probatorio conjuntamente y de acuerdo con criterios generales
de valoración de la prueba. Debemos partir, pues, de que es a la Junta Arbitral, a la que se le asigna el papel
de árbitro para dilucidar los conflictos que puedan surgir entre las Administraciones interesadas, a la que le
corresponde la valoración del material probatorio, gozando de plena libertad en la valoración de la prueba, por
lo que planteado el pleito, como se desprende del desarrollo argumental de la demanda, en una cuestión de
simple valoración de la prueba, le corresponde a la recurrente llevar al convencimiento de la errónea apreciación
de la prueba realizada por la Junta Arbitral o que la determinación de los hechos lejos de responder a criterios
razonables se ha realizado sobre la base de consideraciones irracionales, arbitrarias o apodícticas, resultando
injustificada la base de la decisión".

CUARTO.- Las razones dadas por la Junta Arbitral para sostener que la entidad tiene su domicilio fiscal en
territorio común.

Procede ahora que describamos la valoración de la prueba efectuada por la Junta Arbitral, con el fin de verificar
si la misma ha sido "errónea"o no obedece a "criterios razonables",pues de no ser así, la resolución deberá ser
confirmada.

1.- Sostiene la Junta Arbitral que "dada la naturaleza de las actividades ejercidas por la entidad en el periodo
al que se refiere la pretensión de la AEAT, su contratación general no se ha realizado, ni en la vivienda de la
DIRECCION000 ....de Pamplona en la que se ubica su domicilio social, ni en la oficina de la C/ Amaya... de dicha
ciudad".

Añadiendo que: "Avala esta conclusión la declaración de D.  Jesús Carlos , asesor de la entidad en dicho período
y administrador mancomunado de la misma desde el 26/01/2021, que consta en la diligencia de 29/01/2021
que obra en el expediente, ya que en dicha declaración afirmó que la actividad de la entidad se centraba en
el arrendamiento de instalaciones hoteleras; que tenía un único cliente y escasos proveedores; y que quien
contrataba con ellos era ""el propietario de la empresa"", es decir, D.  Serafin , del que consta en el expediente que
es el titular real de la entidad y que tiene su domicilio fiscal en Madrid.

A mayor abundamiento, hay que tener en cuenta que los contratos de las sociedades mercantiles los suscriben
generalmente sus administradores o sus apoderados; y está acreditado en el expediente que, hasta el
26/01/2021, fecha en la que, como ya hemos indicado, el Sr.  Jesús Carlos  fue nombrado administrador
mancomunado de la entidad, todos sus administradores y apoderados tenían su domicilio fiscal en Madrid. Y
está también acreditado en el expediente que todos los contratos relevantes de la entidad se formalizaron en
escrituras públicas autorizadas en territorio común.

Y no consta en el expediente que el Sr.  Jesús Carlos , a partir de su nombramiento como administrador
mancomunado de la entidad suscribiera, en representación de esta, contrato alguno".

2.- "Considera asimismo esta Junta Arbitral que no ha quedado acreditado en el expediente el lugar en el que la
entidad ha llevado, a partir del 01/01/2016, su contabilidad principal, ya que no consta que se exhibieran a los
actuarios los libros contables, ni la documentación justificativa de los asientos practicados en los mismos".

4



JURISPRUDENCIA

3.- "Y entiende también esta Junta Arbitral que, como ya ha quedado dicho, está acreditado en el expediente
que, hasta el 26/01/2021, fecha en la que el Sr.  Jesús Carlos  fue nombrado administrador mancomunado de la
entidad, todos sus administradores y apoderados tenían su domicilio fiscal en Madrid".

"En la vivienda de Pamplona en la que la entidad tiene su domicilio social (y el domicilio fiscal declarado) no
concurren, pues, todas las circunstancias señaladas en el artículo 22 del derogado Reglamento del Impuesto
sobre Sociedades, por lo que su domicilio fiscal debe fijarse aplicando los criterios establecidos en el artículo
23 del mismo; y como ninguno de estos criterios resulta de aplicación, ni a la referida vivienda, ni a la oficina
de la calle Amaya nº 2-1º izquierda de Pamplona, hay que concluir que, a partir del 01/01/2016, la entidad no
ha realizado en Navarra la gestión administrativa y la dirección de sus negocios, sino en territorio común, por lo
que, conforme al criterio principal establecido en el artículo 8.1.b) del Convenio, el domicilio fiscal de la entidad
debe ubicarse en dicho territorio"

4.-Por último, se afirma que "a la misma conclusión conduciría la aplicación del criterio subsidiario que, para la
determinación del domicilio fiscal de las personas jurídicas, se establece en el último inciso del citado precepto
del Convenio, ya que ambas Administraciones coinciden en que el mayor valor del inmovilizado de la entidad
radica en territorio común".

QUINTO.- El criterio de la Sala.

La valoración efectuada por la Junta Arbitral es correcta y debe ser confirmada.

1.-No se discute que, según la escritura de la sociedad, el domicilio social se fijó en Navarra, pero este dato -
en principio se parte de la idea de que domicilio social y fiscal coinciden ( STS de 24 de septiembre de 2024
-rec. 287/2023-)- es insuficiente de aportarse pruebas de que no coinciden el domicilio social con el lugar de
centralización de la gestión administrativa y la dirección de los negocios de la sociedad. Es, por lo tanto, básico
determinar el lugar de gestión y dirección.

2.-La única actividad llevada a cabo por la entidad obligada, como se explica en el informe de la AEAT, "ha sido
la suscripción de un contrato de arrendamiento financiero sobre un hotel sito en Barcelona....dicha operación se
realizó enteramente en Madrid. Después, tanto la cesión fallida de 2016 de dicho contrato a Renta Corporación
Real Estate SA, como la cesión a AMHUDE SA, en 2018, se llevaron a término en Barcelona".

Como se indica en el informe aportado por la AEAT, "todos los apoderados de la sociedad tienen domicilio en
Madrid,...cada vez que haya que elevar un acuerdo social a escritura pública se acude a un Notario de Madrid".

Obra acta de manifestaciones, de fecha 5 de marzo de 2019, en la que intervienen varios administradores en
nombre de Inmobiliaria Rimace SL, en cuyas pp. 4 y ss. se dice: "la persona física que, en último término, posee
y controla, directa o indirectamente, un porcentaje del 100% del capital o de los derechos de voto, de la sociedad
antes citada [Inmobiliaria Rimace SL], o que, por otros medios, ejerce el control directo o indirecto, de la gestión
de la entidad Inmobiliaria Rimace SL....es D.  Serafin ". El cual, como se señala en la p. 21 del Informe Anexo III,
tiene su domicilio en el  DIRECCION001  en Alcobendas (Madrid) -varias escrituras con relevantes se realizan
ante notario en Alcobendas (p.24 del Informe Anexo III)-.

En la p. 24 del informe de la AEAT se hace constar que "el inmovilizado material de RIMACE está compuesto en
exclusiva por un hotel, sito en Barcelona...en régimen de arrendamiento financiero".El arrendamiento financiero
y los contratos realizados por RIMACE se realizaron en Madrid. El 23 de noviembre de 2018, se traspasó este
activo a AMHUDE SA, ante notario en Barcelona.

Las cuentas bancarias de la que es titular la sociedad se encuentran tres en Madrid y una en Guadalajara, no
teniendo sentido, desde parámetros de gestión, que al menos alguna de ellas estuviesen en Pamplona.

Figura en la diligencia de constancia de hechos de 29 de enero de 2021 extendida por la AEAT, que el agente
tributario se personó dos días antes en los domicilios sociales de las distintas empresas y que, preguntado
D.  Jesús Carlos  por las sitas -entre otras, Inmobiliaria RIMACE- en la C/ Navas de Tolosa, afirmó que esa
ubicación era la de su domicilio particular, señalándose también en tal diligencia que, preguntado el mismo
sobre si era asesor de INMOBILIRIA RIMACE, tras consultar su teléfono móvil respondió que lo era desde el
26 de enero de 2021, un día antes de aquella visita.

También se desplazó, el mismo día, el agente tributario a la C. Amaya, donde D.  Jesús Carlos  indicó que la
sociedad tenía arrendada una oficina. Consta que nadie contestó y que a través del teleportero informaron al
agente de que "esas oficinas están vacías desde hace unos cuatro años".

Consta en la diligencia, como expone la Junta Arbitral, que D.  Jesús Carlos  "afirmó que la actividad de la entidad
se centraba en el arrendamiento de instalaciones hoteleras; que tenía un único cliente y escasos proveedores;
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que quien contrataba con ellos era el "propietario de la empresa", es decir, D.  Serafin ", el cual es el titular real
de la entidad y tiene su domicilio fiscal en Madrid.

En la p. 22 del informe de la AEAT se describen los sucesivos administradores de la entidad y como indica la
Junta Arbitral, hasta el 26 de enero de 2021, en que se nombró administrador al Sr.  Jesús Carlos , todos los
administradores y apoderados de la entidad residían en Madrid y todos los contratos relevantes se realizaban
en Madrid. Añadiendo la Junta Arbitral que no consta que, desde su nombramiento, el Sr.  Jesús Carlos
"suscribiera en representación de esta [la sociedad] contrato alguno".

En la demanda la recurrente sostiene que las oficinas se encontraban en la C. Amaya, pero vista la prueba
aportada, parece razonable concluir, con la Junta Arbitral, que la actividad ejercida no se realizaba en
Pamplona.

Ciertamente, la entidad tiene de alta a un trabajador desde el 10 de abril de 2017, reconociendo D.  Jesús Carlos
que, efectivamente, dada la actividad de la empresa -un único arrendador- era "un gasto laboral excesivo".Por
otra parte, el lugar en que prestaba sus servicios se encontraba cerrado, según consta en la diligencia, y
"no se registran consumos de agua ni electricidad en esa dirección".Tampoco consta cual es el trabajo que
realmente realizaba este trabajador. En la demanda se dice que sus funciones eran "realizar la contabilidad y
las gestiones administrativas",pero no se prueba la realización de actividad alguna. Es razonable pensar que el
trabajo realizado por el empleado generase un rastro, pero el mismo ni consta ni se aporta.

3.-La contabilidad no se lleva en territorio foral. Como se observa en la diligencia, el Sr.  Jesús Carlos  no
pudo mostrar la contabilidad, lejos de ello acreditó la tenencia de documentos que se correspondían con sus
funciones de asesor contable. Consciente de ello, se dijo que la contabilidad se llevaba en las oficinas de la
C/ Amaya, pero como hemos indicado, este dato no se corresponde con el hecho de que, como hemos dicho,
la oficina se encuentre cerrada.

De hecho, hubiese sido sencillo para la recurrente -facilidad probatoria- mostrar la contabilidad y el lugar se su
llevanza, lo que no ha hecho. Siendo razonable concluir que la contabilidad no se lleva en territorio foral.

4.-Por último, es claro, que el mayor valor del inmovilizado se encuentra en territorio común.

5.-En resumen, resulta razonable sostener que la gestión administrativa y dirección del negocio no se
materializa en territorio foral y, en cualquier caso, de estimarse que la prueba no es clara, lo que no es el caso,
el mayor valor del inmovilizado se encuentra en territorio común.

6.-Como venimos reiteradamente indicando en nuestras sentencias, la Administración tiene la carga de aportar
pruebas de las que pueda inferirse directa o indirectamente el hecho de que la gestión y administración del
negocio se encuentra, en nuestro caso, en territorio común - STS de 1 de octubre de 2024 (rec.353/2023)- y,
en el caso de autos, dicha carga se cumple. Una vez cumplida esta, corresponde a la Junta Arbitral valorar
la prueba aportada por ambas partes, para lo que, en palabras de la STS de 24 de septiembre de 2024 (rec.
287/2023), "goza de libertad en la valoración de la prueba practicada, y esa valoración es una facultad legalmente
atribuida a la misma, sin que se pueda revisar si no se denuncia [y aprecia] una posible arbitrariedad, errores o
irracionalidad en la valoración. Máxime si esa Junta ha procedido a la apreciación y valoración conjunta de la
prueba practicada, utilizando las reglas de la sana crítica".

Pues bien, en el caso de autos, la Junta ha procedido a realizar una valoración conjunta que no puede ser
calificada de irracional o arbitraria. La recurrente, en el fondo, sostiene una valoración distinta poniendo el
acento en algunos elementos de prueba, con detrimento de otros, pero la valoración efectuada por la Junta
Arbitral, vistos los elementos de prueba aportados, debe ser calificada de razonable. Sin que los documentos
que se adjuntan con la demanda alteren la razonabilidad de dicha conclusión.

La Junta Arbitral se limita a indicar que el domicilio fiscal de la entidad se encuentra en territorio común, ya que
no es materia de su competencia delimitar qué delegación tributaria es competente en el ámbito de la AEAT.

Por lo demás, la recurrente ha presentado, después de finalizado el trámite de conclusiones, un escrito en
el que se nos pide apreciemos de oficio la caducidad. Pues bien, ni cabe presentar tal alegación finalizado
el trámite de conclusiones - STS de 24 de abril de 2023 (rec. 156/2022, Secc. 3ª de esta Sala)-, ni, por otra
parte, a mayor abundamiento, la normativa establece que en los procedimientos de la Junta Arbitral opere la
caducidad, como así reconoce el propio recurrente.

SEXTO.- Imposición de costas procesales.

Conforme dispone el artículo 139.2 de la Ley de la Jurisdicción, procede imponer las costas a la demandante.

A tal efecto, la Sala, haciendo uso de la facultad reconocida en el apartado 3 de ese precepto legal, señala
como cifra máxima a que asciende su imposición, por todos los conceptos, la de 4.000 euros.

6



JURISPRUDENCIA

Para la fijación de dicha cantidad se tienen en cuenta los criterios seguidos habitualmente por esta Sala debido
a las circunstancias del asunto y de la dificultad que comporta, así como de la actividad desplegada por la
Administración recurrida en su oposición a las pretensiones de la demanda.

F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido :

1.-Que debemos desestimar y desestimamos el recurso interpuesto por la procuradora Dª Gloria Inés Leal
Mora, en nombre y representación de Inmobiliaria Rimace SL, contra la resolución adoptada por la Junta Arbitral
establecida en el Concierto Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, de fecha 12 de julio
de 2024 (conflicto 161/2022), por ser la misma conforme a derecho.

2.-Imponer a la demandante Inmobiliaria Rimace SL las costas procesales devengadas en este proceso, en
los términos y con el límite expresados en el último fundamento jurídico.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.
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